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laboral o administrativa de un mes por cada año en el ejercicio
del cargo, con una duración máxima de doce meses.

2. El permiso a que se refiere el apartado anterior se
solicitará conjuntamente con el reingreso al servicio activo,
y se empezará a disfrutar desde el momento en que se produzca
dicho reingreso.

Disposición transitoria única.
Hasta la aprobación del Reglamento de desarrollo de la

presente Ley, se mantiene el Registro de Intereses y Bienes
creado al amparo de lo previsto en la Ley 5/1984, de 23
de abril, de Incompatibilidades de Altos Cargos de la Admi-
nistración Andaluza.

Disposición derogatoria única.
Queda derogada la Ley 5/1984, de 23 de abril, de Incom-

patibilidades de Altos Cargos de la Administración Andaluza.
Asimismo, quedan derogadas cuantas disposiciones, de igual
o inferior rango, se opongan a lo establecido en la presente
Ley.

Disposición final primera.
1. El Consejo de Gobierno aprobará un Reglamento que

desarrolle las previsiones establecidas en el Capítulo III de
la presente Ley en el plazo de tres meses a contar desde
la entrada en vigor de la misma.

2. Los altos cargos y otros cargos públicos a los que
se refiere la presente Ley estarán obligados a efectuar las decla-
raciones reguladas en los artículos 10 y 11, en el plazo de
dos meses desde la aprobación del citado Reglamento.

3. Se autoriza al Consejo de Gobierno para dictar cuantas
disposiciones sean precisas para el desarrollo y ejecución de
lo previsto en la presente Ley.

Disposición final segunda.
Lo establecido en los artículos 22, 23, 24 y 28 de la

presente Ley será de aplicación a quienes cesen en los cargos
citados en dichos artículos a partir de la entrada en vigor de
la misma.

Disposición final tercera.
Lo dispuesto en los artículos 26 y 27 de la presente Ley

tendrá efectos desde el día 1 de enero de 2005.»

Sevilla, 8 de abril de 2005

MANUEL CHAVES GONZALEZ
Presidente de la Junta de Andalucía

LEY 4/2005, de 8 de abril, del Consejo Consultivo
de Andalucía.

EL PRESIDENTE DE LA JUNTA DE ANDALUCIA A TODOS
LOS QUE LA PRESENTE VIEREN, SABED:

Que el Parlamento de Andalucía ha aprobado y yo, en
nombre del Rey y por la autoridad que me confieren la Cons-
titución y el Estatuto de Autonomía, promulgo y ordeno la
publicación de la siguiente

«LEY DEL CONSEJO CONSULTIVO DE ANDALUCIA

EXPOSICION DE MOTIVOS

La Ley 8/1993, de 19 de octubre, creó el Consejo Con-
sultivo de Andalucía en el ejercicio de la competencia de orga-
nización y estructura de sus instituciones de autogobierno atri-
buida a la Comunidad Autónoma por el artículo 13.1 del Esta-
tuto de Autonomía. Su finalidad principal fue la de dotar al
Gobierno y a la Administración de la Comunidad Autónoma,

con inclusión de sus entes institucionales, de un superior órga-
no consultivo de carácter técnico jurídico, de especial impor-
tancia en el Estado social y democrático de Derecho que pro-
clama la Constitución.

La actuación de un órgano de esta naturaleza ha supuesto
una indudable mejora en la actividad administrativa, en cuanto
ha aumentado la garantía de legalidad en la toma de deci-
siones, al mismo tiempo que ha constituido un eficaz medio
para la protección de los derechos de los ciudadanos, al estar
dotado de autonomía orgánica y funcional. Concebido inicial-
mente como un órgano de asesoramiento, fundamentalmente,
del Consejo de Gobierno y de las Administraciones a su ser-
vicio, el Consejo Consultivo ha ido progresivamente erigiéndose
en el superior órgano consultivo del conjunto de las Admi-
nistraciones Públicas radicadas en la Comunidad Autónoma,
muy principalmente de las Corporaciones Locales respecto de
las que ha representado un indudable auxilio, como queda
acreditado en las Memorias que anualmente el Consejo Con-
sultivo ha venido publicando. Este papel ha quedado defi-
nitivamente fortalecido a partir de que la reforma de la Ley
Orgánica del Tribunal Constitucional le haya atribuido inter-
vención, a través de dictamen preceptivo, en los conflictos
de competencia en defensa de la autonomía local.

Por otro lado, a través de los dictámenes que emite, ha
venido generando un solvente cuerpo de doctrina que ha faci-
litado la adecuación y la interpretación de las normas jurídicas,
de acuerdo con la Constitución y el Estatuto de Autonomía.

La Ley consta de seis títulos, dos disposiciones adicio-
nales, una transitoria, una derogatoria y tres finales. En el
título primero se contienen los principios generales, recono-
ciéndose su autonomía orgánica y funcional como garantía
de independencia, así como el carácter técnico jurídico de
su actuación, pudiendo extenderse a cuestiones de oportu-
nidad cuando expresamente se le solicite. En consonancia
con el reforzamiento de su posición institucional mencionado,
se reconoce ahora su consideración de órgano de asesora-
miento de las Entidades Locales, Universidades Públicas y
demás Entidades y Corporaciones de Derecho Público no inte-
gradas en la Administración de la Junta de Andalucía.

En cuanto a la composición, en el título segundo se ha
optado por la existencia, además del Presidente, de Consejeros
permanentes, Consejeros electivos y Consejeros natos. La con-
dición de Consejero permanente se atribuye a quienes hayan
ostentado la Presidencia de la Junta de Andalucía. Se apro-
vecha, así, el caudal de conocimientos y la amplia experiencia
que éstos poseen a la vez que se reconoce al máximo nivel
institucional los servicios prestados a la Comunidad Autónoma.
Por su parte, los Consejeros electivos serán elegidos entre juris-
tas que se hayan distinguido en el campo del Derecho y que
podrán prestar sus servicios en régimen de dedicación absoluta
o en régimen de dedicación a tiempo parcial, ajustándose
su régimen retributivo y de incompatibilidades en función del
nivel de dedicación. En cuanto a los Consejeros natos, se
atribuye esta cualidad a titulares de cargos cuyo ejercicio com-
porta una especial actuación jurídica, así como a Presidentes
y representantes de Corporaciones Públicas relevantes en este
ámbito. Con ello se pretende la presencia de representantes
de las instituciones sociales, así como de la Administración,
en un porcentaje que no pueda afectar a la autonomía del
órgano.

El título tercero, dedicado a la competencia, enumera los
casos en que es preceptivo el dictamen, tanto en proyectos
normativos como en actos administrativos. Al mismo tiempo,
se faculta al Presidente de la Junta, al Consejo de Gobierno
y a sus miembros para pedir dictamen facultativo en los
supuestos que estimen convenientes.

Los títulos cuarto, quinto y sexto regulan el funcionamien-
to, procedimiento y personal, estableciendo las normas que
serán desarrolladas en el Reglamento Orgánico de ejecución
y desarrollo. Respecto del funcionamiento, hay que destacar
la posibilidad que el órgano ofrece de actuar en Pleno y Comi-
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sión Permanente y, en su caso, en Secciones. En cuanto al
personal se garantiza que cuente con la cualificación necesaria
para el desempeño de las funciones que le corresponde.

Por último, la Ley contempla la aprobación por el Consejo
de Gobierno de un Reglamento Orgánico, cuya elaboración
y propuesta corresponde al Consejo Consultivo. Todo ello sin
perjuicio de la competencia general de dictar la normativa
de desarrollo de la Ley que se atribuye al Consejo de Gobierno.

TITULO I

PRINCIPIOS GENERALES

Artículo 1. El Consejo Consultivo de Andalucía es el supe-
rior órgano consultivo del Consejo de Gobierno y de la Admi-
nistración de la Junta de Andalucía, incluidos los Organismos
y Entes sujetos a Derecho Público de la Junta de Andalucía.

Asimismo, es el supremo órgano de asesoramiento de
las Entidades Locales y de los Organismos y Entes de Derecho
Público de ellas dependientes. También lo es de las Univer-
sidades Públicas andaluzas y de las demás Entidades y Cor-
poraciones de Derecho Público no integradas en la Adminis-
tración de la Junta de Andalucía, cuando las leyes sectoriales
así lo prescriban.

En el ejercicio de su función, el Consejo Consultivo velará
por la observancia de la Constitución, el Estatuto de Autonomía
para Andalucía y el resto del ordenamiento jurídico.

Artículo 2. El Consejo Consultivo tiene su sede en la ciudad
de Granada.

Artículo 3. El Consejo Consultivo ejercerá sus funciones
con autonomía orgánica y funcional, para garantizar su obje-
tividad e independencia.

No entrará a conocer los aspectos de oportunidad y con-
veniencia salvo que le sea solicitado expresamente.

Los asuntos en que haya dictaminado el Consejo Con-
sultivo no podrán ser remitidos ulteriormente para informe a
ningún órgano u organismo de la Comunidad Autónoma de
Andalucía.

Artículo 4. La consulta al Consejo Consultivo será pre-
ceptiva cuando así se establezca en esta Ley o en otra dis-
posición de igual rango, y facultativa en los demás casos.

Los dictámenes no serán vinculantes, salvo en los casos
en que así se establezca en las respectivas leyes.

Las disposiciones y resoluciones sobre asuntos informados
por el Consejo expresarán si se adoptan conforme con el dic-
tamen del Consejo Consultivo o se apartan de él.

TITULO II

C O M P O S I C I O N

Artículo 5. El Consejo Consultivo está constituido por el
Presidente, los Consejeros permanentes, los Consejeros elec-
tivos y los Consejeros natos. Estará asistido por el Secretario
General, que actuará con voz y sin voto. Su composición y
posterior renovación responderán a criterios de participación
paritaria de hombres y mujeres. A tal efecto, ambos sexos
deberán estar representados en, al menos, un cuarenta por
cien de los miembros en cada caso designados. De esta regla
se excluirán aquellos que fueren designados en función del
cargo específico que desempeñen o hubieren desempeñado.

Artículo 6. El Presidente del Consejo Consultivo será nom-
brado por Decreto del Presidente de la Junta de Andalucía,
oído el Consejo de Gobierno, entre juristas de reconocido pres-
tigio con una experiencia superior a diez años.

En caso de vacante o ausencia, será sustituido por el
Consejero electivo más antiguo y, en caso de concurrir varios
en esta condición, por el de mayor edad de entre ellos.

Corresponde al Presidente del Consejo Consultivo la repre-
sentación a todos los efectos del mismo.

Artículo 7. Serán Consejeros permanentes, hasta que
cumplan sesenta y cinco años de edad, aquellas personas
que hayan desempeñado el cargo de Presidente de la Junta
de Andalucía. Su nombramiento se efectuará por Decreto del
Consejo de Gobierno, previa aceptación del interesado.

El nombramiento de Consejero permanente será incom-
patible con la condición de alto cargo, con la de miembro
electo de las Cortes Generales o de las Asambleas Legislativas
de las Comunidades Autónomas y con la de miembro de Cor-
poraciones Locales. Tampoco podrá ser funcionario público
en activo o personal laboral al servicio de la Junta de Andalucía,
salvo que lo sea en el ejercicio de funciones docentes e
investigadoras.

Artículo 8. Los Consejeros electivos, en número de seis,
serán nombrados por Decreto del Consejo de Gobierno entre
profesionales que se hayan distinguido en el campo del Dere-
cho y en el que tengan una experiencia superior a diez años.
Su dedicación será con carácter exclusivo y a tiempo completo.

Con independencia de éstos, y cumpliendo los mismos
requisitos, el Consejo de Gobierno podrá designar hasta seis
Consejeros más que desempeñarán sus funciones sin exclu-
sividad.

En ambos casos el nombramiento se efectuará por un
período de cinco años, pudiendo ser reelegidos por una sola
vez.

Artículo 9. Tendrán la consideración de Consejeros natos
los siguientes:

- El Presidente de una de las Reales Academias de Legis-
lación y Jurisprudencia de Andalucía, designado por el Instituto
de Academias de Andalucía.

- El Fiscal Jefe del Tribunal Superior de Justicia de
Andalucía.

- Un representante del Consejo Andaluz de Colegios de
Abogados designado de entre los Decanos de dichos Colegios.

- El Director General competente en materia de Admi-
nistración Local.

- El Jefe del Gabinete Jurídico de la Junta de Andalucía.

Artículo 10. Los Consejeros permanentes y electivos cesa-
rán por alguna de las siguientes causas:

a) Fallecimiento.
b) Renuncia.
c) Expiración del plazo de su nombramiento, en el caso

de los Consejeros electivos.
d) Incompatibilidad de sus funciones.
e) Incumplimiento grave de sus funciones.
f) Incapacidad declarada por sentencia firme.
g) Condena por delito doloso en virtud de sentencia firme.

El cese será acordado por el Consejo de Gobierno. En
los casos previstos en las letras d) y e), se seguirá el pro-
cedimiento que reglamentariamente se determine, requirién-
dose en todo caso audiencia del interesado e informe favorable
del Pleno del Consejo por mayoría absoluta.

En caso de producirse vacante, se procederá a su cober-
tura por el órgano y procedimiento que corresponda.

Artículo 11. Los Consejeros natos conservarán su con-
dición mientras ostenten el cargo que haya determinado su
nombramiento, sin perjuicio de la aplicación de las causas
de cese previstas en las letras a), b), e), f) y g) del artículo
anterior.

En los dos casos de designación que contempla el artículo 9,
ésta deberá ser ratificada o renovada cada cinco años por aque-
llos a quienes correspondan llevarla a cabo.
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Artículo 12. Los Consejeros podrán ser suspendidos en
el ejercicio de sus funciones por el Consejo de Gobierno, a
propuesta del Consejo Consultivo, durante el tiempo indis-
pensable para resolver acerca de la concurrencia de alguna
de las causas de cese.

Artículo 13. El Secretario General será nombrado por el
Consejo de Gobierno, a propuesta del Presidente del Consejo
Consultivo, oído el Pleno del mismo.

Ejercerá las funciones que le atribuya el Reglamento
Orgánico.

Artículo 14. El Presidente del Consejo Consultivo, los Con-
sejeros electivos a tiempo completo y el Secretario General
estarán sometidos al régimen propio de las incompatibilidades
de los altos cargos de la Administración de la Junta de
Andalucía.

La condición de Consejero electivo será incompatible con
el desempeño de cargos públicos de representación popular.

El régimen de incompatibilidades del resto de los Con-
sejeros será el que les corresponda por razón de sus cargos
o actividad.

Artículo 15. Todos los miembros del Consejo Consultivo
deberán abstenerse de intervenir en aquellos asuntos que pro-
ceda conforme a la Ley de Régimen Jurídico de las Admi-
nistraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común.

Artículo 16. El Presidente, los Consejeros electivos a tiem-
po completo y el Secretario General tendrán derecho a percibir
las retribuciones en los conceptos y cuantías que anualmente
se fijen en la Ley de Presupuestos de la Comunidad Autónoma.

Los restantes Consejeros sólo tendrán derecho a la per-
cepción de dietas, asistencias y gastos de desplazamiento,
de conformidad con lo que al efecto disponga el Reglamento
Orgánico y demás disposiciones de desarrollo de esta Ley.

TITULO III

C O M P E T E N C I A

Artículo 17. El Consejo Consultivo de Andalucía será con-
sultado preceptivamente en los asuntos siguientes:

1. Anteproyecto de reforma del Estatuto de Autonomía.
2. Anteproyectos de leyes.
3. Proyectos de reglamentos que se dicten en ejecución

de las leyes y sus modificaciones.
4. Recursos de inconstitucionalidad y conflictos de com-

petencia ante el Tribunal Constitucional.
5. Convenios o acuerdos de cooperación con otra Comu-

nidad Autónoma, contemplados en el título V del Estatuto de
Autonomía.

6. Conflictos de atribuciones que se susciten entre
Consejerías.

7. Proyectos de Estatutos de las Universidades Públicas
de Andalucía y sus reformas.

8. Transacciones judiciales o extrajudiciales sobre los
derechos de contenido económico de la Administración de
la Comunidad Autónoma, así como el sometimiento a arbitraje
de las cuestiones que se susciten respecto de los mismos,
cuando, en ambos casos, la cuantía litigiosa exceda de
300.000 euros.

9. Revocación de actos de naturaleza tributaria cuando
la deuda supere los 30.000 euros y conflictos en la aplicación
de la norma tributaria.

10. Expedientes tramitados por la Administración de la
Comunidad Autónoma, en que la consulta venga exigida por
Ley, en los supuestos contenidos en la misma, que se refieran,
entre otras, a las materias siguientes:

a) Reclamaciones administrativas de indemnización por
daños y perjuicios de cuantía superior a 60.000 euros.

b) Anulación de oficio de los actos administrativos.
c) Recurso extraordinario de revisión.
d) Interpretación, modificación, resolución y nulidad de

concesiones y contratos administrativos, cuando el precio del
contrato sea superior a 600.000 euros para la interpretación
y resolución, o que la cuantía de aquella exceda del 20 por
100 del precio del contrato para la modificación, así como
de los Pliegos de Cláusulas Administrativas Generales.

e) Modificación de figuras de planeamiento, que tengan
por objeto una diferente zonificación o uso urbanístico de par-
ques, jardines o espacios libres, dotaciones o equipamientos
previstos en un plan, así como los supuestos de suspensión
de instrumentos de planeamiento que competen al Consejo
de Gobierno.

f) Creación y supresión de municipios o alteración de
términos municipales, constitución y disolución de Entidades
Locales Autónomas y creación de Areas Metropolitanas y
demás asuntos en que la consulta venga exigida por la legis-
lación de Régimen Local.

11. Expedientes tramitados por instituciones, entidades,
organismos, Universidades y empresas en que, por precepto
expreso de una Ley, deba pedirse dictamen al Consejo
Consultivo.

12. Conflictos en defensa de la autonomía local.
13. Transacciones de las Entidades Locales que superen

el 5 por 100 de los recursos ordinarios de su Presupuesto.
14. Tratándose de solicitudes de dictamen que versen

sobre reclamaciones en materia de responsabilidad patrimonial
frente a Administraciones Públicas no pertenecientes a la Admi-
nistración de la Comunidad Autónoma de Andalucía, el Consejo
Consultivo será competente para dictaminar cuando la cuantía
de la reclamación sea superior a 15.000 euros.

Artículo 18. Podrá recabarse el dictamen del Consejo Con-
sultivo en aquellos asuntos no incluidos en el artículo anterior,
que por su especial trascendencia o repercusión lo requieran.

Artículo 19. El Consejo Consultivo elevará una memoria
anual al Consejo de Gobierno, en la que expondrá la actividad
del mismo en el período anterior, así como las sugerencias
que estime oportuno para la mejora de la actuación admi-
nistrativa.

TITULO IV

F U N C I O N A M I E N T O

Artículo 20. El Consejo Consultivo actuará en Pleno, en
Comisión Permanente y, en su caso, en Secciones.

Corresponde al Pleno dictaminar los asuntos compren-
didos en los números 1 y 2 del artículo 17, y a la Comisión
Permanente y, en su caso, a las Secciones, los restantes.

En el caso de dictámenes facultativos, la competencia
corresponde a la Comisión Permanente. No obstante, cuando
la importancia del asunto lo requiera, el Presidente de la Junta
de Andalucía o el Consejo de Gobierno podrán requerir el
dictamen del Pleno.

Artículo 21. La Comisión Permanente estará constituida
por el Presidente y los seis Consejeros electivos con dedicación
a tiempo completo. Las Secciones, en su caso, también se
formarán con Consejeros electivos a tiempo completo en el
número que se designe por la Presidencia.

Cuando la índole de los asuntos lo requiera, el Presidente
del Consejo Consultivo podrá designar como ponentes o reque-
rir la asistencia a las reuniones de la Comisión Permanente
o, en su caso, de las Secciones, de otros miembros del Consejo
que actuarán, en estos casos, con voz pero sin voto.
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Artículo 22. El dictamen del Consejo Consultivo será reca-
bado por el Presidente de la Junta de Andalucía, el Consejo
de Gobierno o cualquiera de sus miembros.

Corresponde a los Presidentes de las Entidades Locales
de Andalucía solicitar el dictamen del Consejo Consultivo en
los supuestos previstos en la legislación vigente. En el caso
de las Universidades la petición la realizará el Rector corres-
pondiente y en el caso de otras Corporaciones u Organismos
Públicos quien ostente su representación.

Artículo 23. Las deliberaciones y acuerdos precisarán para
su validez la presencia del Presidente o de quien legalmente
le sustituya, de un número de miembros que con el anterior
constituyan la mayoría absoluta y la del Secretario General
o quien ejerza sus funciones.

Los acuerdos se adoptarán por mayoría absoluta de votos
de los asistentes. En caso de empate decidirá el Presidente
con su voto de calidad.

Quienes discrepen del acuerdo adoptado podrán formular,
dentro del plazo que reglamentariamente se determine, voto
particular por escrito que se incorporará al dictamen.

Artículo 24. El Presidente del Consejo Consultivo fijará
el orden del día, presidirá las sesiones, designará las Ponen-
cias, interpretará el Reglamento y ordenará los debates. Tendrá
la dirección de todas las dependencias del Consejo, así como
su representación. Le corresponde igualmente autorizar los
gastos y aquellas otras funciones que se determinen en el
Reglamento Orgánico.

TITULO V

P R O C E D I M I E N T O

Artículo 25. El Consejo Consultivo deberá evacuar las con-
sultas en el plazo de treinta días desde la recepción de la
correspondiente solicitud de dictamen.

En los supuestos de los números 3 y 4 del artículo 17,
el plazo será de veinte días.

Cuando en la orden de remisión de los expedientes se
haga constar la urgencia del dictamen, el plazo máximo para
su despacho será de quince días, salvo que el Presidente de
la Junta de Andalucía o el Consejo de Gobierno fijen uno
inferior.

En los supuestos en que el dictamen no tenga carácter
vinculante, transcurridos los plazos establecidos en los apar-
tados anteriores sin haberse evacuado, se entenderá cumplido
el trámite.

Artículo 26. En los recursos de inconstitucionalidad y en
los conflictos positivos de competencia, podrá solicitarse el
dictamen simultáneamente a que sean adoptados los acuerdos
de interposición o de requerimiento, respectivamente.

Artículo 27. A la petición de consulta deberá acompañarse
toda la documentación que requiera el expediente adminis-
trativo de la cuestión planteada.

Si el Consejo Consultivo estimase incompleto el expe-
diente, podrá solicitar en el plazo de diez días desde la petición
de la consulta y por conducto de su Presidente que se complete
con cuantos antecedentes, informes y pruebas sean necesa-
rios. En tal caso se interrumpirá el plazo establecido en el
artículo 25.

Por medio del órgano consultante o directamente por el
Consejo Consultivo se podrá recabar el parecer de órganos,
entidades o personas, con notoria competencia técnica en las
materias relacionadas con los asuntos sometidos a consulta,
así como acordar la audiencia de las personas que tuvieren
interés directo y legítimo en el expediente sometido a consulta,
si así lo solicitaran.

Artículo 28. En todo lo no previsto en esta Ley, el fun-
cionamiento del Consejo Consultivo se regirá por las normas
que regulan el procedimiento administrativo en la Comunidad
Autónoma de Andalucía.

TITULO VI

P E R S O N A L

Artículo 29. Al Consejo Consultivo se adscribirán los pues-
tos de trabajo de Letrado que establezca la relación de puestos.

Los Letrados que ocupen los mismos desempeñarán las
funciones de asistencia técnica y preparación de los proyectos
de dictamen, así como cuantas otras, que siendo adecuadas
a su carácter, se determinen reglamentariamente.

Artículo 30. Los puestos de trabajo de Letrados serán
cubiertos en la forma y por el tiempo que se determinen regla-
mentariamente. A los concursos podrán concurrir los funcio-
narios del Cuerpo de Letrados de la Junta de Andalucía, así
como juristas funcionarios de carrera que ejerzan su actividad
sometidos a una relación de Derecho Público.

Artículo 31. El Consejo Consultivo contará con el personal
que se determine en la relación de puestos de trabajo, así
como aquellos medios materiales que se le asignen y los recur-
sos que figuren en su presupuesto.

Tomando como referencia el marco previsto en la Ley
reguladora de la Función Pública de la Junta de Andalucía,
el Reglamento Orgánico del Consejo establecerá el sistema
de méritos para la provisión de puestos de trabajo de su per-
sonal administrativo, la composición de las Comisiones que
hayan de baremarlos y las especialidades que resulten nece-
sarias en el procedimiento, a fin de garantizar la mayor ade-
cuación y especialización posible de los seleccionados para
el desempeño de las funciones que deban realizar al servicio
de dicho órgano consultivo.

DISPOSICIONES ADICIONALES

Primera. Corresponde al Consejo Consultivo aprobar el
anteproyecto de su presupuesto, que se incorporará como sec-
ción al anteproyecto de presupuestos de la Comunidad
Autónoma.

Segunda. Los miembros del Consejo Consultivo que man-
tengan una relación de servicios con una Administración Públi-
ca distinta de la Administración de la Junta de Andalucía reque-
rirán para su incorporación la autorización de aquella.

DISPOSICION TRANSITORIA

1. En tanto no se cumplimenten los nombramientos pre-
vistos en la disposición final segunda de esta Ley con respecto
a los Consejeros electivos y se produzca, en su caso, el nom-
bramiento de Consejeros permanentes, se mantendrá la actual
composición del Consejo Consultivo, quedando asegurado el
funcionamiento del Pleno y de la Comisión Permanente sin
solución de continuidad.

2. Los actuales Consejeros electivos que al entrar en vigor
esta Ley no hayan cumplido el término del mandato para el
que fueran designados y no sean elegidos de nuevo conforme
a la misma continuarán como Consejeros adscritos al Pleno
hasta que expire el referido término.

DISPOSICION DEROGATORIA

Se deroga la Ley 8/1993, de 19 de octubre, de creación
del Consejo Consultivo de Andalucía, salvo lo dispuesto en
la Disposición Adicional Segunda, que continúa en vigor. Asi-
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mismo, se derogan cuantas disposiciones de igual o inferior
rango se opongan a la presente Ley.

DISPOSICIONES FINALES

Primera. Se faculta al Consejo de Gobierno para dictar
las normas de desarrollo de esta Ley.

Segunda. En el plazo de un mes desde la entrada en
vigor de esta Ley, se procederá al nombramiento de los nuevos
Consejeros electivos.

Tercera. En el plazo de tres meses desde la entrada en
vigor de la presente Ley, y a propuesta del Consejo Consultivo,
el Consejo de Gobierno adaptará el Reglamento Orgánico a
las disposiciones de la misma.»

Sevilla, 8 de abril de 2005

MANUEL CHAVES GONZALEZ
Presidente de la Junta de Andalucía

LEY 5/2005, de 8 de abril, por la que se modifica
la Ley 1/1986, de 2 de enero, Electoral de Andalucía.

EL PRESIDENTE DE LA JUNTA DE ANDALUCIA A TODOS
LOS QUE LA PRESENTE VIEREN, SABED:

Que el Parlamento de Andalucía ha aprobado y yo, en
nombre del Rey y por la autoridad que me confieren la Cons-
titución y el Estatuto de Autonomía, promulgo y ordeno la
publicación de la siguiente

«LEY POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY 1/1986, DE 2 DE
ENERO, ELECTORAL DE ANDALUCIA

EXPOSICION DE MOTIVOS

El artículo 13.5 del Estatuto de Autonomía para Andalucía
atribuye a la Comunidad Autónoma competencia exclusiva
sobre la materia relativa a normas y procedimientos electorales
para la constitución de sus instituciones de autogobierno. Asi-
mismo, el artículo 29 del citado Estatuto contiene una reserva
a favor de la Ley para la regulación de las causas de in-
elegibilidad e incompatibilidad para las elecciones al Parla-
mento de Andalucía.

El largo tiempo transcurrido desde la aprobación de la
Ley 1/1986, de 2 de enero, Electoral de Andalucía, sin más
modificaciones que las puntuales llevadas a cabo por las
Leyes 5 y 6/1994 y 18/2003, ha convertido en obsoleta la
parca regulación que en materia de inelegibilidades e incom-
patibilidades (artículos 4 a 6) contenía aquella Ley, sobre todo
porque, lógicamente, en aquellos momentos no podía preverse
la actual realidad institucional de la Junta de Andalucía.

Esta última circunstancia se aborda con la modificación
que ahora se propugna de su artículo 4, que completa los
supuestos de inelegibilidad, materia que en cuanto afecta al
acto electoral en su raíz no puede ser objeto de interpretación
extensiva. Es la Ley Electoral quien, respetando la esencia
del derecho de sufragio pasivo garantizado por el artículo 23.2
de la Constitución Española, debe configurar la elegibilidad,
facilitándose así la labor de las Juntas Electorales competentes
en la delimitación de las causas de inelegibilidad establecidas
con relación a quienes ejercen cargos o funciones públicas.

De otra parte, con la profunda modificación que se lleva
a cabo del artículo 6 de la Ley Electoral se desea ante todo
afirmar el principio de que la actividad política, servicio público
imprescindible en un sistema democrático, ha de ser ante
todo transparente y ejercida con lealtad a los intereses gene-
rales de la sociedad, preservándola en su gestión de eventuales

interferencias de intereses particulares. Al cumplimiento de
dicha finalidad dedica el citado precepto la amplia regulación
del sistema de incompatibilidades a que se somete en el ejer-
cicio de su actividad al Diputado del Parlamento de Andalucía
que, sin embargo, puede ser autorizado a seguir desempe-
ñando su actividad profesional privada previa a su acceso
a la Cámara, aunque sin derecho a retribución con cargo a
ésta, siempre que dicha actividad no esté comprendida dentro
de las que la propia Ley califica en todo caso como incom-
patibles.

En fin, es de resaltar, en aras de una mayor transparencia,
la regulación que se realiza en la Ley del Registro de Acti-
vidades, Bienes e Intereses de los Diputados, heredero del
Registro de Intereses regulado en el Reglamento del Parlamento
de Andalucía de 1995. Se completa ahora su contenido, enfa-
tizándose su carácter público y su accesibilidad a través tanto
de su publicación en los boletines oficiales como de internet.

Artículo primero. Modificación de los artículos 4 y 6 de
la Ley 1/1986, de 2 de enero.

Los apartados 3 y 4 del artículo 4 y el artículo 6 de
la Ley 1/1986, de 2 de enero, Electoral de Andalucía, quedan
redactados en el siguiente sentido:

“Artículo 4.
3. Son, además, inelegibles:

a) El Presidente del Consejo Consultivo, el Consejero
Mayor de la Cámara de Cuentas y el Presidente del Consejo
Económico y Social, de Andalucía.

b) Los Consejeros electivos del Consejo Consultivo y los
Consejeros de la Cámara de Cuentas de Andalucía.

c) El Defensor del Pueblo Andaluz y sus Adjuntos.
d) Los Viceconsejeros, Secretarios Generales con excep-

ción del titular de la Secretaría General de Relaciones con
el Parlamento, Directores Generales de las Consejerías, y los
equiparados a ellos.

e) El Presidente, Vocales y Secretario de la Junta Electoral
de Andalucía, así como los miembros del resto de las Juntas
Electorales con competencia en el proceso electoral andaluz.

f) Los Delegados del Gobierno de la Junta de Andalucía.
g) El Director General de la Empresa Pública de la Radio

y Televisión de Andalucía y los Directores de sus sociedades
filiales.

h) Los Presidentes, Directores y cargos asimilados de los
Organismos Autónomos y de las Entidades de Derecho Público
con competencia en todo el territorio andaluz, salvo que desem-
peñen tal función en su condición de Consejero del Gobierno.

i) Los Ministros y Secretarios de Estado del Gobierno de
la Nación.

j) Los Parlamentarios de las Asambleas Legislativas de
otras Comunidades Autónomas.

k) Los miembros de los Consejos de Gobierno de las demás
Comunidades Autónomas, así como los altos cargos de libre
designación de los citados Consejos.

l) Los que ejerzan funciones o cargos conferidos y remu-
nerados por un Estado extranjero.

4. No serán elegibles por las circunscripciones electorales
comprendidas en el ámbito territorial de su jurisdicción:

a) Los Delegados Provinciales de las Consejerías.
b) Los Directores Provinciales de Organismos Autónomos

y Entidades de Derecho Público de la Junta de Andalucía.
c) Los Directores de los centros territoriales de la Radio

y Televisión de Andalucía.
d) Los Secretarios Generales de las Delegaciones del

Gobierno de la Junta de Andalucía.”


